
 

INFORME SECRETARIAL. - En Bogotá. D.C., a los 17 días del mes de enero 
de 2024.- En la fecha paso al Despacho del señor Juez, la demanda 

ordinaria de primera instancia No. 2023-461, informando que las 
diligencias provienen de la Oficina Judicial de Reparto y consta de 63 folios. 
Sírvase proveer. 

 
LUZ HELENA FERNÁNDEZ SERRANO 

Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO 18 LABORAL DEL CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., ocho (08) de febrero dos mil veinticuatro (2024). 
 
Visto el informe secretarial que antecede, y como quiera que el escrito de 

demanda cumple a cabalidad con los requisitos previstos en los artículos 
25, 25 A y 26 del C.P.T y de la S.S. el Despacho procede a admitir la misma. 

 
Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 612 de la ley 1564 de 2012, 
se ordenará la notificación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, corriéndose el respectivo traslado. 
 

De otra parte, esta sede judicial, advierte a la parte actora que, frente a la 
notificación de la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES COLPENSIONES, la misma deberá llevarse a cabo de 

conformidad con el siguiente procedimiento: 
 
De conformidad con el parágrafo del artículo 41 del C.P.T y de la S.S, el 

Citador de este Despacho será la persona encargada de realizar la 
notificación personal de los autos admisorios de cada uno de los procesos 

cuya parte demandada sea una entidad pública, autos que libren 
mandamiento u otra notificación que deba realizarse de esta manera. 
 

Como quiera que la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, adopta de forma 
permanente el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones 

en las actuaciones judiciales, esto con el fin de agilizar todos los tramites 
que se adelanten en la jurisdicción ordinaria; para ello, estableció la 
posibilidad de realizar la notificación personal a través de dirección 

electrónica, el citador del Despacho remitirá el auto admisorio de la 
demanda, demanda, anexos, escrito de subsanación en caso de presentarse, 
al correo electrónico de la entidad respectiva. 

 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos los 5 

días hábiles siguientes al envío de datos de conformidad con lo dispuesto en 
el parágrafo del artículo 41 del C.P.T, y los términos empezarán a correr al 
día siguiente de la notificación, los cuales serán los establecidos en el 

artículo 74 del C.P.T y de la S.S., destacándose que, la contestación de la 
demanda deberá remitirse al correo electrónico del Juzgado, enviando a su 

vez copia de la contestación al correo electrónico de la parte demandante. 
 
Ahora bien, frente al trámite de notificación de la parte demandada en el 

presente asunto con carácter privado, esto es, SKANDIA 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A, 



 

COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS, este Despacho autorizará 
adelantar la notificación del auto admisorio de la demanda, bajo los 

parámetros establecidos en el artículo 8 del Ley 2213 del 13 de junio de 
2022, esto es, a través de la dirección electrónica de las citadas entidades. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, tenemos que las notificaciones personales 

de los autos admisorios de la demanda, se realizarán bajo los siguientes 
parámetros: 

 
Una vez se profiera el auto admisorio de la demanda cuyo demandado sea 

una persona jurídica (de carácter particular) o persona natural, el 
demandante enviará copia de la demanda, subsanación de la demanda (en 
caso de presentarse), la totalidad de los anexos y copia del auto admisorio 

de la demanda, al correo electrónico de la demandada o demandadas. Si son 
varias demandadas se hará en correo separado. 
 

En el texto del correo electrónico a enviar, el demandante deberá indicar que 
se trata de la notificación personal de la demanda y que se realiza de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 2213 del 13 de junio 
de 2022. 
 

Así mismo deberá señalarse en el texto del correo electrónico la cantidad de 
folios que remite en cada archivo. 

 
Deberá indicarse que La notificación personal se entenderá realizada una 
vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los 

términos empezarán a contarse cuando el iniciador recepcione acuse de 
recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al 
mensaje. Los términos serán los establecidos en el artículo 74 del C.P.T. 

 
Finalmente, en el mismo correo el demandante deberá señalarle al 

demandado que la contestación de la demanda deberá remitirla al correo o 
jlato18@cendoj.ramajudicial.gov.co y también al correo de la parte 
demandante. 

 
Cumplido lo anterior, el demandante remitirá en formato PDF al correo 

jlato18@cendoj.ramajudicial.gov.co la constancia de envío de los correos 
electrónicos a la demandada(s) en la forma indicada en los párrafos 
anteriores y además deberá señalarnos lo siguiente: 

 
a) La forma en la que obtuvo el correo electrónico de la demandada. 
b) Evidencias de la forma en la que obtuvo el correo electrónico de la 

demandada. 
c) Acreditar en el plenario que la demandada acusó de recibido o 

accedió al mensaje contentivo de la notificación personal 
enviada, esto de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3° del 
artículo 8° de la Ley 2213 del 13 de junio de 2022; para tal fin, 

deberá aportar certificación expedida por una empresa postal 
autorizada para estos trámites, en atención a lo establecido en el 

parágrafo 3° del art. 8° Ibidem. 
 
Todo ello con el fin de adelantar las notificaciones personales de manera 

segura y evitar futuras nulidades. 
 
Finalmente, se informa que también podrá proceder a notificar a la 

demandada conforme lo señalan los artículos 291 y 292 del C.G.P., en 
concordancia con lo establecido en el artículo 29 del C.P.T. y S.S., a la 

dirección física de notificaciones judiciales que registre la demandada en el 
certificado de existencia y representación legal aportado con la demanda. 

mailto:jlato18@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:jlato18@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
Por lo brevemente expuesto, EL JUZGADO DIECIOCHO LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

RESUELVE 

 
PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. CONRADO ARNULFO 
LIZARAZO PÉREZ, identificado con C.C. Nro. 6.776.323 y T.P. Nro. 79.859 

del C.S. de la J., en calidad de apoderado de la parte demandante, en los 
términos del poder conferido. 

 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda ORDINARIA de PRIMERA INSTANCIA 
instaurada por la señora JULIETH ADRIANA ÁLZATE VIDAL, identificada 

con cédula de ciudadanía 43.439.633 contra de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, SKANDIA 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A, y 

COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS 
 

TERCERO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente demanda, al 
representante legal de la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA 
DE PENSIONES COLPENSIONES o a quién haga sus veces. 

 
CUARTO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente demanda, al 

representante legal de la demandada SKANDIA ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A o a quién haga sus veces. 
 

QUINTO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente demanda, al 
representante legal de la demandada COLFONDOS S.A PENSIONES Y 
CESANTÍAS o a quién haga sus veces. 

 
SEXTO: NOTIFICAR la existencia del presente proceso y el contenido del 

presente auto a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO, a través de su representante legal o quien haga sus veces, en los 
términos del Artículo 612 del Código General del Proceso, para lo de su 

cargo. 
 

SÉPTIMO: REQUERIR al apoderado de la parte actora para que sirva 
adelantar la notificación personal de la demanda a las demandadas esto es, 
SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A, y COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS, conforme a lo 
establecido en la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, y bajo los considerandos 
de la presente providencia, o conforme lo señalan los artículos 291 y 292 del 

C.G.P., a su elección, para lo cual deberá allegar con el trámite el 
certificado de existencia y representación legal expedido por la 

cámara de comercio. 

  
OCTAVO: CÓRRASELE traslado de la demanda por el término legal de Diez 

(10) días hábiles contados a partir del día siguiente de la notificación, para 
que la conteste. 

 
NOVENO: Prevéngase a la parte demandada para que en su escrito de 
contestación de cumplimiento al numeral 2º parágrafo 1º del art. 31 del 

C.P.T y de la S.S., en concordancia con lo previsto en la ley 1149 de 2007, 
en el sentido de que debe acompañar no solo las pruebas documentales 
pedidas en la contestación sino los documentos relacionados en la demanda 

que se encuentren en su poder. 
 

 
 



 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
RG 

 
      (Firma electrónica) 

RICARDO ANDRÉS GRAJALES BETANCUR 
JUEZ. 

 

 

Firmado Por:

Ricardo Andres Grajales Betancur

Juez

Juzgado De Circuito

Laboral 18

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: dc32ff302bfb6ab5e667e54c3d2ab4c07941acb17cd114f26d48543d52bbddc1

Documento generado en 07/02/2024 09:10:08 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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SEÑOR, 

JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. (REPARTO) 

E.         S.         D. 

  
       REFERENCIA. DEMANDA LABORAL ORDINARIA. 

                                DEMANDANTE. JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL. 

                                DEMANDADO.  SKANDIA - COLPENSIONES 

 

  

CONRADO ARNULFO LIZARAZO PÉREZ, abogado titulado, mayor de edad, 

domiciliado y residente en Bogotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía 

número 6.776.323 de Tunja, y portador de la tarjeta profesional número 79.859 del 

C.S.J., actuando en mi calidad de apoderado judicial de JULIETH ADRIANA 

ALZATE VIDAL , persona mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía 

número 43.439.633, de manera comedida y mediante el presente escrito procedo a 

iniciar DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA en contra de 

COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS S.A, persona jurídica de carácter 

privado, representada legalmente por el Dr.  LUCIA ARBELAEZ DE TOBON; 

SAKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A persona jurídica de carácter 

particular debidamente inscrita ante la Superintendencia Financiera de 

Colombia, representada legalmente por la Dra SANDRA VIVIANA FONSECA 

CORREA;  y la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, Persona jurídica de carácter público, representada legalmente 

por el Dr. JAIME DUSSAN CALDERO, con el objeto primordial que mediante 

sentencia judicial que ponga fin a este litigio se pronuncien las declaraciones que 

solicitare en el acápite respectivo de conformidad con los siguientes: 

  

I. HECHOS  

 

1. Mi mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL , ha prestado sus servicios 

como empleada en diferentes empresas privadas del país desde  AGOSTO de 

1.993 a la fecha. 

 

2. Mi mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL , estuvo vinculada 

legalmente en el RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACION DEFINIDA 

en el antiguo ISS hoy COLPENSIONES. 

 

3. Posteriormente y en vigencia de la ley 100 de 1993, contagiado del furor y el 

acoso constante de las AFP, JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  suscribe 

vinculación al RAIS con la AFP COLFONDOS S.A. 

 

4. La AFP COLFONDOS S.A. contrato un sinnúmero de vendedores o asesores 

comerciales para la captación de trabajadores y su respectiva afiliación a la AFP.  
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5. Los vendedores o asesores contratados por la AFP COLFONDOS S.A no le 

informaron cuales eran las diferencias entre un régimen y otro  

 

6. El asesor de la AFP COLFONDOS S.A. nunca le informo a mi mandante cuales 

eran los beneficios ventajas o desventajas que ofrecía un régimen y otro. 

 

7. Los vendedores o asesores contratados por la AFP COLFONDOS S.A, nunca le 

indicaron a mi mandante de los eventuales riesgos que podía tener al trasladarse 

al RAIS.  

 

8. Los vendedores o asesores contratados por la AFP COLFONDOS S.A. frente a 

la determinación de traslado a la que indujeron a mi mandante nunca le 

suministraron información idónea para asumir una determinación objetiva.  

 

9. Los vendedores o asesores contratados por la AFP COLFONDOS S.A., nunca 

le suministraron información consistente, veraz y objetivamente verificable a 

JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  que corroborara las promesas con las 

cuales se trasladó a la AFP.  

 

10. los vendedores o asesores contratados por la AFP COLFONDOS S.A., nunca le 

realizaron de antemano una eventual simulación o comparación del valor de la 

mesada pensional que JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  pudiera tener en el 

RAIS y la que lograría tener en el Régimen de la Prima Media.  

 

11. El entonces INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL hoy COLPENSIONES no 

realizó ninguna gestión para desvirtuar los argumentos esgrimidos por parte de 

los asesores de la AFP al momento de la asesoría, en cuanto decían que se 

dicha entidad se iba a acabar. 

 

12.  Al momento del traslado estaba vigente el Estatuto del Consumidor Financiero 

norma aplicable a las AFP. 

 

13. La forma en la cual se llevó a cabo la afiliación de JULIETH ADRIANA ALZATE 

VIDAL  al Régimen de Ahorro Individual lesiona ostensiblemente su derecho a 

la libre escogencia.  

 

14. La permanencia de JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  en el Régimen del 

Ahorro Individual es un acto que trasgredió el pleno consentimiento y su libre 

determinación. 

 

15. La permanencia de mi mandante en el Régimen del Ahorro Individual genera 

una situación de inconveniencia en el derecho pensional, por cuanto lesionaría 

la calidad de vida, el derecho a la dignidad humana y su mínimo vital. 
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16. La permanencia de JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  en el Régimen del 

Ahorro Individual empobrece su poder adquisitivo pues la pensión que este le 

reconocería sería el equivalente a un 60% aproximado del valor que debería 

recibir si obtuviera su mesada en el Régimen de la Prima Media  

 

17. En el contenido del formulario de afiliación existe una inscripción predeterminada 

que indica que la afiliación fue libre, voluntaria y consciente, sin embargo, al 

momento de la afiliación a través de la permanencia en el RAIS JULIETH 

ADRIANA ALZATE VIDAL  desconocía las incidencias nefastas de su estadía 

en la AFP COLFONDOS S.A. 

 

18. La permanencia de mi mandante en Régimen Ahorro Individual lesionaría el 

principio de la irrenunciabilidad de los beneficios laborales.  

 

19. El asesor de la AFP COLFONDOS S.A. nunca le manifestó a mi mandante que 

podía retornar al Régimen de Prima Media administrado por el ISS hoy 

COLPENSIONES. 

 

20. El asesor de la AFP COLFONDOS S.A. nunca le informo JULIETH ADRIANA 

ALZATE VIDAL  que podía regresar al Régimen de Prima Media administrado 

por el ISS hoy COLPENSIONES antes de cumplir los 47 años de edad. 

 

21. Posteriormente JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL realizo un traslado 

horizontal entre AFP con SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A en donde 

el asesor utilizo los mismos argumentos que expuesto por COLFONDOS 

PENSIONES Y CESANTIAS S.A 

 

22. Actualmente JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  se encuentra afiliado a 

SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A 

 

23. En el mismo sentido SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A, ha omitido el 

deber del buen consejo y la suficiente ilustración en el caso de JULIETH 

ADRIANA ALZATE VIDAL. 

 

24. En mi calidad de apoderado judicial de JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  

solicite ante la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, su 

afiliación al régimen de prima media con prestación definida. 

 

25. En mi calidad de apoderado judicial JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  

solicite ante la AFP SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A,  la ineficacia de 

la afiliación al RAIS y la consecuente desafiliación del régimen del ahorro 

individual. 
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26.  En las peticiones se les informaba a la AFP cuales eran los fundamentos para 

determinar que la afiliación de mi mandante no cumplía con los requisitos legales 

exigidos para darse como eficaz. 

 

II. DECLARACIONES 

  

Con fundamento en los hechos narrados anteriormente y las pruebas que los 

soportan, así como de las disposiciones legales que se citarán en el acápite 

respectivo, solicito al señor Juez previos los trámites legales respectivos se 

pronuncie en sentencia definitiva que sostenga las siguientes declaraciones: 

  

1. Declarar la ineficacia de la vinculación de mi mandante JULIETH ADRIANA 

ALZATE VIDAL  al RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD 

PENSIONAL con COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS S.A y SKANDIA 

PENSIONES Y CESANTIAS SA.   

 

2. Declarar como consecuencia de la anterior decisión SKANDIA PENSIONES Y 

CESANTIAS S.A debe realizar el TRASLADO de mi mandante JULIETH 

ADRIANA ALZATE VIDAL  del Régimen del Ahorro Individual al Régimen de la 

Prima Media con Prestación Definida, representado actualmente por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 

 

3. Declarar que SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A debe enviar el valor de 

los saldos o aportes pensionales que se hayan consignado en la cuenta pensional 

de mi mandante.  

 

4. Declarar que SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A  debe reembolsar de 

forma integral los cobros y gastos de administración descontados de los aportes 

pensionales de mi mandante.  

 

5. Declarar que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES debe aceptar LA VINCULACIÓN de mi mandante en el 

RÉGIMEN DE LA PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA, recibiendo el 

traslado de aportes, rendimientos financieros y devolución de cobros de 

administración.  

 

6. Declarar que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -  

COLPENSIONES como consecuencia de la ineficacia debe aceptar a mi 

mandante en el Régimen de la Prima Media con Prestación Definida, sin solución 

de continuidad, como si nunca hubiera existido el traslado de régimen pensional. 
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7. Declarar que las demandadas ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES y SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A deben a mi 

mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  todos los derechos que le pudieran 

corresponder y que no se hallan expresados en las presentes pretensiones, los cuales 

son declarados por el señor juez de la causa en uso de su facultad ultra y extra patita. 

 

8. Declarar que SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A y LA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 

deben ser condenadas en costas y agencias en derecho si se oponen a las 

pretensiones formuladas.  

 

 

III. CONDENAS  

 

Como consecuencia de las anteriores declaraciones solicito al Despacho se 

sirva: 

  

1. Condenar a COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS S.A Y SKANDIA 

PENSIONES Y CESANTIAS S.A a aceptar la ineficacia de la vinculación de mi 

mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  al RÉGIMEN DE AHORRO 

INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD PENSIONAL.  

 

2. Condenar a LA SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A a ordenar el 

RETORNO de mi mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  del Régimen del 

Ahorro Individual al Régimen de la Prima Media con Prestación Definida 

representado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES. 

 

3. Condenar a SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A a enviar el valor de los 

saldos o aportes pensionales que se hayan consignado en la cuenta pensional de 

mi mandante.  

 

4. Condenar a SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A a reembolsar de forma 

integral los cobros y gastos administrativos descontados de los aportes pensionales 

de mi mandante.  

 

5. Condenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, a aceptar EL RETORNO de mi mandante al RÉGIMEN DE LA 

PRIMA MEDIA CON PRESTACION DEFINIDA, recibiendo el traslado de aportes, 

rendimientos financieros y devolución de cobros de administración.  

 

6. Condenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES como consecuencia de la ineficacia a aceptar a mi mandante en 
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el Régimen de la Prima Media con Prestación Definida, sin solución de continuidad, 

como si nunca hubiera existido un traslado de régimen pensional.  

 

9. Condenar a las demandadas ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES y SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A a reconocer a mi 

mandante JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL  todos los derechos que le pudieran 

corresponder y que no se hallan expresados en las presentes pretensiones, los cuales 

son declarados por el señor juez de la causa en uso de su facultad ultra y extra patita. 

 

10.  Condenar a SKANDIA PENSIONES Y CESANTIAS S.A, y a LA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en 

costas y agencias en derecho si se oponen a las pretensiones formuladas.  

 

 

IV. PRUEBAS 

 

Para que sean estimados como pruebas de la presente demanda me permito 

solicitarle al Despacho sean tenidas en cuenta, para sustentar los hechos y las 

pretensiones, los siguientes: 

  

A. Documentales Allegadas: 

  

1. Copia de la petición presentada ante Colpensiones el 02 de noviembre de 2023 

2. Copia de la respuesta negativa emitida por Colpensiones el 02 de noviembre de 

2023 

3. Copia de la petición presentada ante SKANDIA S.A.  

4. Historia laboral emitida por SKANDIA S.A. 

5. Fotocopia de la cédula de ciudadanía de mi mandante.  

6. Certificado de Existencia y representación legal de la AFP COLFONDOS S.A. Y 

SKANDIA S.A 

 

B. Documentales en poder de las Demandadas: 

  

De conformidad con lo preceptuado en el parágrafo 1º numeral 3º, del artículo 31 

de la Ley 712 de 201l, amablemente solicito se tengan como pruebas documentales 

en poder de la parte demandada AFP COLFONDOS S.A. y SKANDIA PENSIONES 

Y CESANTIAS S.A para lo cual solicito se ordene allegar con destino al presente 

proceso lo siguiente: 

  

1. Copia integral del expediente abierto a mi mandante en dicha entidad, donde se 

incluya la copia auténtica de todos los documentos anexados por JULIETH 

ADRIANA ALZATE VIDAL  dentro del proceso administrativo de TRASLADO, 



    
 

 

7 

además del formulario de afiliación y traslado de régimen suscrito con mi 

mandante.  

 

V. ANEXOS 

 

1. Poder para actuar en la presente.  

2. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

 
 

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

  

Constitución Nacional, preámbulo. Artículo 2, 5, 6,13, 23, 29, 53, 209.  

 Ley 100 de 1.993. ARTICULO 11, 12, Y 271.   

DECRETO 665 DE 1.99  

DECRETO3486 DE 1.982  

CIRULAR 016 DE 2016. DE LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA.  

LEY 1328 DE 2.009  

LEY1480 DE 2.011  

  

Artículo 4º.- En su calidad de administradoras del régimen de ahorro individual con 

solidaridad, las administradoras son instituciones de carácter previsional y, como 

tales, se encuentran obligadas a prestar en forma eficiente, eficaz y oportuna todos 

los servicios inherentes a dicha calidad. Por lo tanto, serán responsables de los 

perjuicios que por su culpa leve se puedan ocasionar a los afiliados  

 

Artículo 34º.- Las administradoras de fondos de pensiones sólo podrán ofrecer 

beneficios o incentivos ciertos. En especial, no podrán estar sujetos a condición 

potestativa de quien otorga el beneficio.  

En todo caso, siempre deberá especificarse el período de otorgamiento de los 

beneficios o incentivos ofrecidos, sin que sea factible suspender su otorgamiento en 

forma anticipada sin el previo aviso a todos sus beneficiarios, efectuado con seis 

meses de antelación mediante la utilización de los mismos medios y formas usados 

para publicitarlos.  

Los incentivos o beneficios podrán ofrecerse a grupos específicos de personas, pero 

en tal caso la publicidad no deberá generar confusión acerca de los destinatarios 

exclusivos de la misma.  

Parágrafo. - En ningún caso los beneficios o incentivos ofrecidos podrán consistir 

en el otorgamiento, directo o indirecto, de créditos por parte de instituciones 

sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.  

 



    
 

 

8 

Decreto 692 de 1.994  

 

Artículo 11. Diligenciamiento de la selección y vinculación. La 

selección del régimen implica la aceptación de las condiciones propias de 

éste, para acceder a las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, y 

demás prestaciones económicas a que haya lugar.  

La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos en los artículos 

anteriores es libre y voluntaria por parte del afiliado. Tratándose de 

trabajadores con vinculación contractual, legal o reglamentaria, la selección 

efectuada deberá ser informada por escrito al empleador al momento de la 

vinculación o cuando se traslade de régimen o de administradora, con el 

objeto de que éste efectúe las cotizaciones a que haya lugar.  

Quienes decidan afiliarse voluntariamente al sistema, manifestarán su 

decisión al momento de vincularse a una determinada administradora.  

Efectuada la selección el empleador deberá adelantar el proceso de 

vinculación  

Articulo. con la respectiva administradora, mediante el diligenciamiento de un 

formulario previsto para el efecto por la Superintendencia Bancaria, que 

deberá contener por lo menos los siguientes datos:   

a) Lugar y fecha;   

b) Nombre o razón social y NIT del empleador;   

c) Nombre y apellidos del afiliado;   

d) Número de cédula o NIT del afiliado;   

e) Entidad administradora del régimen de pensiones a la cual desea 

afiliarse, la cual podrá estar reimpresa;   

f) Datos del cónyuge, compañero o compañera permanente, hijos o 

beneficiarios del afiliado.  

 

El formulario deberá diligenciarse en original y dos copias, cuya distribución 

será la siguiente: el original para la administradora, una copia para el 

empleador y otra para el afiliado.  

No se considerará válida la vinculación a la administradora cuando el 

formulario respectivo no contenga los anteriores datos, en cuyo caso la 
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administradora deberá notificar al afiliado y a su respectivo empleador la 

información que deba subsanarse.  

Cuando el afiliado se traslade por primera vez del régimen solidario 

de prima media con prestación definida al régimen de ahorro 

individual con solidaridad, en el formulario deberá consignarse que la 

decisión de trasladarse al régimen seleccionado se ha tomado de 

manera libre, espontánea y sin presiones. El formulario puede 

contener la leyenda preimpresa en este sentido.  

Quienes al 31 de marzo de 1994 se encuentren vinculados al ISS, pueden 

continuar en dicho instituto, sin que sea necesario el diligenciamiento del 

formulario o comunicación en la cual conste su vinculación. Igual 

tratamiento se aplicará a los servidores públicos que se encuentren 

afiliados a una caja, fondo o entidad del sector público mientras no se 

ordene su liquidación. En estos casos, no es aplicable la prohibición de 

traslado de régimen antes de 3 años a que se refiere el artículo 15 del 

presente Decreto, y en consecuencia podrán ejercer en cualquier momento 

la opción de traslado.  

  

Constitución Nacional, preámbulo. Artículo 2, 5, 6,13, 23, 29, 53, 209.  

 

Ley 100 de 1.993.   

  

ARTICULO.   11.- Modificado por el art. 1, Ley 797 de 2003 Campo de aplicación. 

El sistema general de pensiones, con las excepciones previstas en el artículo 279 

de la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, 

conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios 

y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los 

requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados por jubilación, 

vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, 

semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector 

privado en general.  

Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los 

derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas anteriores, pacto o 

convención colectiva de trabajo.  

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y 

que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes.  

  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7223#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7223#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7223#1
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ARTICULO 13 Características del sistema general de pensiones:   

  

Literal b)  La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo 

anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará 

por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El empleador o 

cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier 

forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1º del artículo 271 de 

la presente ley.  

ARTICULO. 272.-Aplicación preferencial.   

El sistema integral de seguridad social establecido en la presente ley, no tendrá, en 

ningún caso, aplicación cuando menoscabe la libertad, la dignidad humana o los 

derechos de los trabajadores.  

En tal sentido, los principios mínimos fundamentales consagrados en el artículo 53 

de la Constitución Política tendrán plena validez y eficacia.  

Disposiciones aplicables a los servidores públicos.  

ARTICULO.  128. Ley 100 de 1.993- Reglamentado parcialmente por el Decreto 

Nacional 13 de 2001 Selección del régimen. Los servidores públicos afiliados al 

sistema general de pensiones podrán escoger el régimen al que deseen afiliarse, lo 

cual deberá informarse al empleador por escrito.  

Los servidores públicos que se acojan al régimen de prestación definida, podrán 

continuar afiliados a la caja, fondo o entidad de previsión a la cual se hallen 

vinculados. Estas entidades administrarán los recursos y pagarán las pensiones 

conforme a las disposiciones de dicho régimen previstas en la presente ley.  

Los servidores públicos que no estén afiliados a una caja, fondo o entidad de 

previsión o seguridad social, aquéllos que se hallen afiliados a alguna de estas 

entidades cuya liquidación se ordene, y los que ingresen por primera vez a la fuerza 

laboral, en caso de que seleccionen el régimen de prestación definida, se afiliarán 

al Instituto de Seguros Sociales.  

Los servidores públicos nacionales cualquiera sea el régimen que seleccionen, 

tendrán derecho a bono pensional.  

PARAGRAFO.-La afiliación del régimen seleccionado implica la aceptación de las 

condiciones propias de éste, para acceder a las pensiones de vejez, de invalidez y 

de sobrevivientes.  

 Código Contencioso Administrativo Artículo 5,  del C.C.A.  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6229#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6229#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6229#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6229#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6229#1
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Sentencia : Corte Constitucional C-340/96, T –012/92,  T- 058/97, T -037/97 Y T- 

074 /97  etc.    Corte Suprema de Justicia  sentencia 2482 del 26 de Febrero de 

2.006.  

  

ELEMENTOS JURISPRUDENCIALES  

   

La Corte Suprema de Justicia  en pronunciamiento judicial del 03 de septiembre de 

2014 dentro del expediente No siendo Magistrada Ponente  la Dra. Elsy del Pilar 

Cuello Calderón indico:    

  

“Es que cuando están en juego aspectos tan trascendentes como la pérdida 

de la transición, y de contera la imposibilidad de acceder a la pensión de 

vejez, se requiere acudir a una hermenéutica que se avenga a los principios 

que inspiran al sistema y a los regímenes pensionales, en los que se prevé 

el traslado libre y voluntario, e incluso a las disposiciones que en la ley así lo 

imponen.  

  

En efecto, es el propio Estatuto de la Seguridad Social el que conceptúa que 

el régimen de ahorro individual con solidaridad, si bien propende por «la 

competencia entre las diferentes entidades administradoras del sector público 

y sector social solidario», se rige bajo el respeto del «que libremente escojan 

los afiliados», lo que exhibe que el legislador, si bien permitió que nuevos 

actores económicos incursionaran en la administración del Sistema 

Pensional, no descuidó que se honraran las prerrogativas de los afiliados, 

menos si se tiene en cuenta, se insiste, que regularía derechos 

constitucionalmente protegidos como la pensión.   

  

Bajo el entendido de que «el sistema de seguridad social integral tiene por 

objeto garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad 

para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la 

protección de las contingencias que la afectan» (artículo 1°, Ley 100 de 1993) 

y que la elección tanto del modelo de prima media con prestación definida, 

como el de ahorro individual con solidaridad, es determinante para predicar 

la aplicación o no del régimen de transición, es necesario entender, que las 

entidades encargadas de su dirección y funcionamiento, garanticen que 

existió una decisión informada, y que esta fue verdaderamente autónoma y 

consciente; ello es objetivamente verificable, en el entendido de que el 

afiliado debe conocer los riesgos del traslado, pero a su vez los beneficios 

que aquel le reportaría, de otro modo no puede explicarse el cambio de un 

régimen al otro.  
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A juicio de esta Sala no podría argüirse que existe una manifestación libre y 

voluntaria cuando las personas desconocen sobre la incidencia que aquella 

pueda tener frente a sus derechos prestacionales, ni puede estimarse 

satisfecho tal requisito con una simple expresión genérica; de allí que desde 

el inicio haya correspondido a las Administradoras de Fondos de Pensiones 

dar cuenta de que documentaron clara y suficientemente los efectos que 

acarrea el cambio de régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito.  

  

Solo a través de la demostración de la existencia de la libertad informada para 

el cambio de régimen, es que el juzgador podría avalar su transición; no se 

trata de demostrar razones para verificar sobre la anulación por distintas 

causas fácticas, sino de determinar si hubo eficacia en el traslado, lo que es 

relevante para entrar a fijar la pérdida o no de la transición normativa. Al 

juzgador no le debe bastar con advertir que existió un traslado al régimen de 

ahorro individual con solidaridad, sino que es menester, para la solución, 

advertir que la misma es válida, lo cual resulta un presupuesto obvio, máxime 

cuando esta Sala ha sostenido que el régimen de transición no es una mera 

expectativa.  

  

El juez no puede pasar inadvertidas falencias informativas, menos considerar 

que ello no es de su resorte, pues es claro que cuando quien acude a la 

jurisdicción reclama que se le respete el régimen de transición, 

indiscutiblemente, como se anotó, surge la perentoriedad de estudiar los 

elementos estructurales para que el mismo opere, es decir, debe constatar 

que el traslado se produjo en términos de eficacia, para luego, determinar las 

consecuencias propias.  

  

En ese orden se clarifica con esta decisión que cuando lo que se discuta sea 

el traslado de regímenes, que conlleve a la pérdida de la transición, al 

juzgador no solo le corresponde determinar si aquella se respeta por contar 

con los 15 años de servicio a la entrada de vigencia de la Ley 100 de 1993, 

esto es el 1° de abril de 1994, sino que será menester determinar, 

previamente, por tratarse de un presupuesto de eficacia, si en todo caso aquel 

estuvo ajustado a los principios que gobiernan el Estatuto de Seguridad 

Social, y a las reglas de libertad de escogencia del sistema, la cual estará 

sujeta a la comprobación de que existió una decisión documentada, 

precedida de las explicaciones sobre los efectos del traslado, en todas sus 

dimensiones legales.  

  

En tal sentido es evidente que el ad quem equivocó su decisión, al partir del 

hecho de que el traslado fue libre y voluntario, sin soporte alguno, pese a que 

era necesario, dado que lo que se estaba discutiendo era si se debía o no 
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respetar el régimen de transición, determinar si aquel presupuesto normativo 

se presentaba, para, ahí sí, determinar si había o no perdido la referida 

transición; como así no se verificó en este caso, se casará la sentencia 

acusada.”  

 Los artículos 72 y 76 de la Ley 90 de 1946 y 259 del Código Sustantivo del 

Trabajo”.  

  

Además de lo anteriormente expuesto de conformidad con lo nuevos pronunciamientos 

realizados por la Honorable Corte Suprema de Justicia Sala Laboral procedo a integrar 

como fundamentos de derecho los siguientes conceptos: 

 

En relación a la solicitud de ineficacia del acto de traslado,  

 

Conforme lo ha expuesto la Honorable Corte Suprema de Justicia de manera reiterada 

desde la sentencia bajo el radicado N.º 31.989 del 8 de septiembre del 2008, postura 

que mantiene actualmente entre otras en la sentencia SL 5144 del 20 de noviembre del 

2019 el estudio del cambio de régimen pensional apoyado en la transgresión del deber 

de información debe abordarse desde su ineficacia y no desde la nulidad, por cuanto 

resulta equivocado exigirle a la afiliado la acreditación de los vicios del consentimiento: 

error, fuerza o dolo, cuando el legislador consagró expresamente que el acto de 

afiliación se afecta cuando no ha sido consentido de manera informada. 

 

Respecto de la Afiliación, cotización y traslado  

 

Se encuentra acreditado conforme los elementos de prueba que reposan en el 

expediente que mi mandante se encontraba realizando aportes al régimen administrado 

por el entonces ISS hoy Colpensiones, conforme aparece en la historia laboral allegada, 

que posteriormente se trasladó a la AFP COLFONDOS S.A., según se constata de 

acuerdo al formulario de afiliación. 

 

Deber de Información  

 

Frente a la información que se debía brindar para esa época –año 1999- la CSJ ha 

señalado que las AFP debían hacer una descripción de las características, condiciones, 

acceso y servicios de cada uno de los regímenes pensionales, de modo que el afiliado 

pudiera conocer con exactitud la lógica de los sistemas público y privado de pensiones, 

lo cual implica un parangón entre las características, ventajas y desventajas objetivas 

de cada uno de los regímenes vigentes, así como las consecuencias jurídicas del 

traslado. 

 

La información en los términos anotados no fue brindada por parte de SANTANDER 

hoy COLFONDOS    S.A. pues no existe ninguna prueba dentro del expediente que 
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permita inferir que para el momento del traslado se le dio explicación a mi mandante, 

acerca de las diferentes modalidades de pensión, su cálculo, las pérdidas o ganancias 

en lo que al rendimiento podría tener su ahorro, la redención del bono pensional, el 

porcentaje que se destina para gastos de administración y seguros previsionales, los 

casos en que procede la devolución de aportes, las variables que podía tener la 

prestación con el paso del tiempo y demás aspectos a los que se hizo mención, los 

cuales se han dejado sentados por la Honorable CSJ en una extensa, reiterada y 

conocida línea jurisprudencial frente al tema. 

 

Adicionalmente es necesario indicar que, que para el momento en que la demandante 

se trasladó al RAIS se encontraba vigente el Decreto 692 de 1994 “Por el cual se 

reglamenta parcialmente la Ley 100 de 1993” en cuyo artículo 11 señala que para 

adelantar el proceso de vinculación a la AFP se debe diligenciar el formulario previsto 

por la Superintendencia Bancaria y que en el mismo deberá consignarse que la decisión 

de trasladarse al régimen seleccionado se ha tomado de manera libre, espontánea y 

sin presiones, siendo posible que el formulario contenga la leyenda preimpresa en ese 

sentido, sin embargo, como lo ha indicado la CSJ desde la sentencia bajo el radicado 

N.º 31989 del 2008, la responsabilidad de las administradoras de pensiones es de 

carácter profesional, la que le impone cumplir puntualmente las obligaciones que 

taxativamente le señalan las normas, en especial las de los artículos 14 y 15 del Decreto 

656 de 1994 y además todas aquellas que se le integran por fuerza de la naturaleza de 

las mismas, como lo impone el art. 1603 del C.C.  

 

Señaló además la Corte en la sentencia SL 2324-2019 al reiterar la sentencia bajo el 

radicado N.º 33.083 del 2011, que por la Doctrina se han elaborado un conjunto de 

obligaciones especiales, con especifica vigencia para las administradoras de 

pensiones, que emanan de la buena fe, como el de transparencia, vigilancia y el deber 

de información; éste último –información- debe comprender todas las etapas del 

proceso, desde la antesala de la afiliación hasta la determinación de las condiciones 

para el disfrute pensional.  

 

Por tanto, la AFP COLFONDOS S.A. sí estaba en la obligación de proporcionar a la 

demandante una información completa y comprensible, con la finalidad de orientarla 

como potencial afiliado, dando las diferentes alternativas, con sus beneficios e 

inconvenientes, y aún a desanimarla de tomar una opción que claramente le perjudica, 

lo cual no se constata en el presente caso. 

 

Devolución a Colpensiones de las sumas descontadas por gastos de 

administración, comisiones y rendimientos. 

 

Frente al tópico encaminado a determinar si las AFP privadas están obligadas a 

devolver las sumas descontadas por gastos de administración y comisiones se debe 

indicar que en tratándose de afiliados, la CSJ ha adoctrinado entre otras en la sentencia 
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SL 14911- 2019 que los fondos privados de pensiones deben trasladar a Colpensiones 

la totalidad del capital ahorrado, junto con los rendimientos financieros. Así mismo, ha 

dicho que esta declaración obliga a las entidades del régimen de ahorro individual con 

solidaridad a devolver los gastos de administración y comisiones con cargo a sus 

propias utilidades, pues desde el nacimiento del acto ineficaz, estos recursos han 

debido ingresar al régimen de prima media con prestación definida administrado por 

Colpensiones (CSJ SL 31989, 9 sep. 2008, CSJ SL4964-2018, CSJ SL4989-2018, CSJ 

SL1421-2019 y CSJSL1688-2019). 

 

Aceptación de aportes y activación de la afiliación. 

 

En relación con el asunto que gira en torno a establecer si Colpensiones debe aceptar 

el traslado y activar la afiliación de mi mandante, es necesario precisar, que al quedar 

sin efecto su afiliación al RAIS es claro que su vinculación con COLPENSIONES quedó 

incólume de ahí que surja la necesidad de trasladar por parte de las AFP los aportes 

efectuados por ella a ésta a fin que reposen en la historia laboral de la administradora 

de pensiones Colpensiones, quien está en la obligación de activarlos en el régimen de 

prima media con prestación definida, conforme a lo considerado por la CSJ en la 

sentencia SL4360 de 2019. 

 

Lo anterior, no genera ningún detrimento para Colpensiones, ni afecta su sostenibilidad 

financiera, pues la devolución debe hacerse trasladando los dineros que se encuentren 

en la cuenta de ahorro individual de la demandante de manera íntegra a 

COLPENSIONES, con todos sus frutos e intereses, sin deducción alguna por concepto 

de gastos de administración y comisiones los cuales deberán asumir las AFP 

PRIVADAS de sus propias utilidades, pues, al dejarse sin valor y efecto la afiliación, 

esta declaración trae consigo la consecuencia inmediata de no haber pertenecido al 

régimen, debiendo restituirse las cosas a su estado original. (Criterio expuesto por la 

CSJ en sentencia SL 4911-2019 –sentencia de instancia-)  

 

Finalmente, se le debe dejar en claro que no hay lugar a estudiar si mi apoderada se 

encuentra o no dentro de la prohibición establecida en la Ley 797 del 2003, en la cual 

se establece que no podrá trasladarse de régimen quien le falte menos de 10 años para 

cumplir la edad para pensión, como quiera, que en el examine no se ha planteado una 

solicitud de traslado de régimen, sino una solicitud de ineficacia por haberse omitido 

brindar la información necesaria al momento del traslado. 

 

Respecto de la prescripción  

 

Se debe precisar que la acción de ineficacia del traslado no está sometida al término 

trienal que rige en materia laboral, por corresponder a un asunto que está ligado 

estrechamente con la construcción de un derecho pensional, el cual aún no se ha 

causado y, por tanto, resulta imprescriptible y así se dejó sentado por nuestra H. Corte 
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Suprema de Justicia, entre otras sentencias, en las de radicado SL1421 de 2019 y 

SL1689 de 2019.  

 

Traslado entre AFP no sanea la ineficacia  

 

De acuerdo a las especiales circunstancias que nos encontramos dentro del presente 

proceso, en aras de determinar si los traslados horizontales se encaminan al 

saneamiento de la ineficacia de la afiliación se debe señalar que el hecho de haberse 

presentados diferentes traslados entre AFPS no da lugar a subsanar el incumplimiento 

de la obligación de información en que incurrió la AFP INICIAL en este caso 

COLFONDOS    S.A., lo anterior en atención a que la oportunidad de la información se 

juzga al momento del acto jurídico del traslado, y no con posterioridad, puesto que el 

afiliado requiere al momento de tomar la decisión entrega de datos bajo las variables 

de tiempo de información, que le permitan analizar costos, desventajas y beneficios 

hacia su futuro 

 

En tal sentido un dato tendrá relevancia si se presenta de forma oportuna, es decir, si 

al momento en que se entrega brinda al destinatario su máximo de utilidad. Por el 

contrario, si la asesoría no se otorga oportunamente, la utilidad se pierde, lo que 

equivale a la ausencia de información, conformo lo ha establecido el órgano de cierre 

de la Jurisdicción Laboral Ordinaria mediante sentencia SL 1688-2019 

 

En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos.  

  

Si se aceptara el condicionamiento del Decreto para el caso de mi mandante, se 

estaría obligando de manera injusta en una norma que lo favorece, lo ampara y lo 

protege para conminarla a permanecer en un sistema perverso que de acuerdo con 

el capital ahorrado no le garantizaría una pensión, lo cual se reitera, es abiertamente 

inconstitucional.  

 

La exigencia de nuevas condiciones para ejercer el derecho de las personas que, 

pueden cambiar de Régimen para obtener el derecho de pensión, es a   todas luces 

contrarias a la Constitución y a la Ley. No se puede condicionar la realización del 

derecho a la libre escogencia de Régimen Pensional mediante elementos que 

hagan imposible su ejercicio.  

  

En tal sentido desde el punto de vista de primacía de las normas y del deber de 

aplicación de estas se debe al momento de dirimir el conflicto dar aplicación 

prioritaria al marco constitucional, la jurisprudencia constitucional en este orden es 

un criterio auxiliar que no puede entrar a reemplazar la constitución, más en un 

mandato que está excesivamente reglado y que no amerita interpretación alguna.  

  

VII. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 
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Competencia: Se trata de un proceso Ordinario Laboral de primera instancia, el cual 

será de conocimiento del JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., por 

la naturaleza del proceso, el lugar donde sucedieron los hechos, el domicilio de las 

entidades demandadas y la cuantía que se deriva de estos, como a continuación se 

describe: 

 

El Artículo 11 de Decreto-Ley 2158 de 1948, establece lo siguiente: 

 

Artículo 11. Competencia en los procesos contra las entidades del 

Sistema de Seguridad Social Integral. En los procesos que se sigan en 

contra de las entidades que conforman el sistema de seguridad social 

integral, será competente el juez laboral del circuito del lugar del domicilio de 

la entidad de seguridad social demandada o el del lugar donde se haya surtido 

la reclamación del respectivo derecho, a elección del demandante. […]” 

(NEGRILLA FUERA DE TEXTO). 

Teniendo en cuenta lo anterior y el domicilio de las entidades demandadas, el Juez 

Laboral del Circuito de la ciudad de Bogotá D.C. es el competente para conocer en 

primera instancia de la presente demanda ordinaria laboral. 

 

- Estimación razonada de la cuantía: 

En este caso, se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 12 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 de 1948, que 

establece:  

 

“Artículo 12. Competencia por razón de la cuantía. Los jueces laborales de 

circuito conocen en única instancia de los negocios cuya cuantía exceda del 

equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual vigente, y en 

primera instancia de todos los demás.” […] (NEGRILLA FUERA DE TEXTO) 

 

Por consiguiente, se estima la cuantía del presente proceso de manera razonada 

en CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES CIENTO ONCE MIL 

SETECIENTOS QUINCE PESOS ($ 446.111.715), correspondiente al valor de los 

aportes pensionales consignados en la cuenta de ahorro pensional que la 

demandada le abrió a mi representada desde el momento en que se materializo su 

traslado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.   

 

En tal sentido frente a la estimación razonada de la cuantía por concepto del traslado 

de mi mandante al Régimen de la Prima Media, es preciso aclarar que dicho valor 

es el producto de la sumatoria de los aportes periódicos realizados por el empleador 

desde el momento de la vinculación al RAIS y la actualización de los aportes 
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pensionales de conformidad con el índice de precios al consumidor más los 

rendimientos generados.  

 

- Procedimiento:  

 

Finalmente, el procedimiento que se debe seguir es el previsto en los artículos 74 

y siguientes del Capítulo XIV, Título II, del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 de 1948, relativo al Procedimiento Ordinario 

de Primera Instancia . 

 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

  

a) PARTE ACTORA.: 

 

 DEMANDANTE. JULIETH ADRIANA ALZATE VIDAL , con domicilio en 

la calle 12 No 107 -80 en la ciudad de Bogotá D.C., correo electrónico: 

juli_alzate@hotmail.com.    

 

 APODERADO. En la carrera 11 No 71 – 41 oficina 207 en Bogotá; o en 

correo electrónico reportado ante el Consejo superior de la Judicatura 

para todos los efectos de representación 

direccionjuridica@lizarazoyalvarez.com; o en la secretaria de su 

despacho. 

 

b) PARTE DEMANDADA: 

 

 ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES: Con domicilio en la Carrera 10 No. 72 - 33, Torre B, 
Piso 11, en la ciudad de Bogotá D.C., Correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co,  el cual declaro bajo la 
gravedad de juramento, la cual se entiende prestada con la firma de 
presente demanda que, es el designado por la entidad demandada para 
recibir notificaciones, y el mismo se obtuvo de la página web oficial de la 
demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES: 
https://www.colpensiones.gov.co/Publicaciones/ayuda_al_ciudadano/ate
ncion_al_ciudadano/notificaciones_judiciales. 
 

 ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS 
S.A.: Con domicilio en la Calle 67 No 7-94, en la ciudad de Bogotá D.C., 
Correo electrónico: procesosjudiciales@colfondos.com.co, el cual declaro 
bajo la gravedad de juramento, la cual se entiende prestada con la firma 
de presente demanda que, es el designado por la entidad demandada 
para recibir notificaciones por este medio, el cual se obtuvo del Certificado 

mailto:juli_alzate@hotmail.com
mailto:direccionjuridica@lizarazoyalvarez.com
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
https://www.colpensiones.gov.co/Publicaciones/ayuda_al_ciudadano/atencion_al_ciudadano/notificaciones_judiciales
https://www.colpensiones.gov.co/Publicaciones/ayuda_al_ciudadano/atencion_al_ciudadano/notificaciones_judiciales
mailto:procesosjudiciales@colfondos.com.co


    
 

 

19 

de existencia y representación legal emitido por la Cámara de  Comercio 
de Bogotá D.C 
 

 SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. en la Avenida 19 No 109 A – 

30 en  Bogotá D.C; correo electrónico cliente@skandia.com.co. el cual declaro 
bajo la gravedad de juramento, la cual se entiende prestada con la firma 
de presente demanda que, es el designado por la entidad demandada 
para recibir notificaciones por este medio, el cual se obtuvo del Certificado 
de existencia y representación legal emitido por la Cámara de Comercio 
de Bogotá D.C. 

 

 AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO en la calle 
70 No 4-60 en Bogotá D.C; correo electrónico 
agencia@defensajuridica.gov.co 
 

Del señor Juez, cordialmente: 

 

 

 

 

CONRADO ARNULFO LIZARAZO PEREZ 

C.C. No. 6.776.323 de Tunja. 

T.P. No. 79.859 del C.S.J. 

mailto:cliente@skandia.com.co
mailto:agencia@defensajuridica.gov.co





































































